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Introduccién

1. El presente asunto se refiere a la interpre-
tacién del Convenio de 27 de septiembre de
1968 relativo a la competencia judicial y a la
¢jecucién de resoluciones judiciales en mate-
ria civil y mercantil (en lo sucesivo, «Conve-
nio»). ! Cuando una resolucién no ha sido
notificada a su destinatario y un solicitante
obtiene, no obstante, una resolucién por la
que se otorga la ejecucién en otro Estado
contratante, ¢puede autorizarse al solicitante
a efectuar y aportar la prueba de la notifica-
cién durante la sustanciacién de un recurso
interpuesto por el destinatario?

Hechos y legislacién aplicable

2. Una mutua de seguros, la Berufsgenos-
senschaft der Feinmechanik und Elektrote-
chnik, demandada en el procedimiento prin-
cipal (en lo sucesivo, «demandada»), pagé los

* Lengua original: inglés.

1 — En su versién modificada por ¢l Convenio de 9 de octubre
de 1978 relativo a la adhesién del Reino de Dinamarca, de
Irlanda y del Reino Unido de Gran Bretafia ¢ Irlanda del
Norte al Convenio relativo a la competencia judicial y a la
ejecucion de resoluciones judiciales en materia civil y mer-
cantil, asi como al Protocolo relativo a su interpretacién por
el Tribunal de Justicia (DO L 304, p. 1; EE 01/02, p. 131).

gastos médicos de una persona que resulté
herida en un accidente de trifico sufrido en
1973 en Alemania por un vehiculo propiedad
del Sr. Roger van der Linden, recurrente en
el procedimiento principal (en lo sucesivo,
«recurrente»), que vive en Bélgica. En 1976,
obtuvo de un érgano jurisdiccional alemin
una sentencia por la que se le autorizaba a
recuperar del recurrente estos gastos y otra
sentencia, dictada mis tarde ese mismo afio,
por la que se condenaba a este dltimo a pagar
las costas. Ambas sentencias se dictaron en

rebeldfa.

3. Mediante solicitud unilateral presentada
en julio de 1980 ante el Rechtbank van eerste
aanleg —drgano jurisdiccional mencionado
en el articulo 32 del Convenio— te Brugge,
la demandada insté la ejecucién de la primera
sentencia alemana y fue autorizada, en octu-
bre de 1980, a modificar su solicitud en
varios aspectos, incluida su extensién a la
segunda sentencia alemana relativa a las cos-
tas. En febrero de 1982, obtuvo una resolu-
cién de exequitur de ambas sentencias. El
recurrente Interpuso un recurso contra esta
resolucién en mayo de 1982, conforme al
apartado 2 del articulo 37 del Convenio, ante
el Rechtbank van eerste aanleg te Brugge, 2
alegando que Ila solicitud de exequitur no
contenia la prueba de la notificacién de las

2 — De conformidad con el articulo 37 del Convenio, el «recur-
so» contra una resolucién de exequitur (dictada como con-
secuencia de un procedimiento no contradictorio) debe inter-
ponerse, en el marco de un proccdimiemo contradictorio,
antc ¢l mismo drgano jurisdiccional en determinados Estados
contratantes o ante un érgano jurisdiccional superior en
otros. Véase mids adclante.
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sentencias alemanas. Parece que, al examinar
el recurso, el érgano jurisdiccional sefialé un
plazo para que se aportara la prueba de la
notificacién de la sentencia. En junio de
1993, el recurso fue desestimado, debido a
que la demandada habia notificado las sen-
tencias alemanas al recurrente, con arreglo al
Derecho belga, en enero de 1987 y a que el
hecho de que la solicitud original fuera
incompleta no podia seguir impidiendo que
se confirmara la resolucién por la que se
otorgaba la ejecucién. En febrero de 1994, el
recurrente interpuso recurso de casacién
contra esta resolucién ante el Hof van Cass-
atie, de conformidad con el articulo 40 del
Convenio. Alegaba que, durante la sustancia-
cién de un recurso interpuesto con arreglo al
articulo 37 del Convenio, no podian subsa-
narse los defectos de la resolucién por la que
se otorgaba la ejecucion derivados del hecho
de que la demandada no hubiera aportado
pruebas esenciales junto con su solicitud ori-
ginal. Desde que se inicié el asunto ha
pasado un tiempo extraordinariamente largo,
pero ello no ha suscitado cuestiones directas
por parte del érgano jurisdiccional nacional.

4. La Seccién 2 del Titulo III del Convenio
regula la ejecucién en un Estado contratante
de las resoluciones dictadas en otro. El arti-
culo 32 del Convenio enumera los érganos
jurisdiccionales ante los que debe presentarse
la solicitud de exequitur en cada Estado con-
tratante. El articulo 34 prevé la adopcién de
una decisién inicial sobre la ejecucidn, sin
que la parte contra la que se solicita la ¢jecu-
cién pueda formular observaciones en esta
fase. El articulo 37 enumera los &rganos
jurisdiccionales de los distintos Estados con-
tratantes ante los que debe interponerse el
recurso contra una resolucién por la que se
otorga la ejecucién. Como he sefialado antes,
este recurso no tiene que interponerse ante
un érgano jurisdiccional superior en todos
los Estados contratantes.
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5. A tenor de los pirrafos primero y tercero
del articulo 33 del Convenio:

«Las modalidades de presentacién de la soli-
citud [de ejecucién] se determinarin con
arreglo a la Ley del Estado en el que se soli-
citare la ejecucidn.

Se adjuntarin a la solicitud los documentos
mencionados en los articulos 46 y 47.»

6. Los articulos 46 y 47 del Convenio enu-
meran determinados documentos que debe
presentar una parte que solicite la ejecucién
de una resolucién. El articulo 46 establece:

«La parte que invocare el reconocimiento o
instare la ejecucién de una resolucién deberd
presentar:

1) una copia auténtica de dicha resolucién;
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2) si se tratare de una resolucién dictada en
rebeldia, el original o una copia auténtica
del documento que acreditare la entrega o
notificacién de la demanda o de docu-
mento equivalente a la parte declarada en

rebeldia.»

A tenor del articulo 47 del Convenio:

«La parte que instare la ejecucién deberi
presentar ademis:

1) cualquier documento que acreditare que,
seglin la Ley del Estado de origen, la
resolucién es ejecutoria y ha sido notifi-
cada;

2) un documento justificativo de que el soli-
citante goza, en su caso, de beneficio de
justicia gratuita en el Estado de origen.»

7. El péirrafo primero del articulo 48 del
Convenio concede un margen de apreciacién

respecto a la aplicacién de algunos aspectos
de estos requisitos.

Establece que, de no presentarse los docu-
mentos mencionados en el nimero 2 del arti-
culo 46 y en el nimero 2 del articulo 47, el
Tribunal podr4 fijar un plazo para la presen-
tacién de los mismos, aceptar documentos
equivalentes o dispensar de ellos si se consi-
derare suficientemente ilustrado.

El presente asunto no esti incluido en el
marco de esta facultad de dispensa. Se refiere
a la falta de presentacién de la prueba de la
notificacién de la resolucién, exigida por el
nimero 1 del articulo 47 del Convenio.

8. El Hof van Cassatie consideré necesaria
una decisién sobre la interpretacién del Con-
venio para resolver el recurso de casacién del
que conoce y planteé al Tribunal de Justicia,
de conformidad con los articulos 1 a 3 del
Protocolo de 3 de junio de 1971, relativo a la
interpretacién del Convenio (en lo sucesivo,
«Protocolo»), 3 las siguientes cuestiones:

«1) ¢Debe interpretarse el nimero 1 del
articulo 47 del Convenio de 27 de sep-
tiembre de 1968, celebrado entre los

3 — La versién espaiiola del Protocolo figura en DO 1990, C 189,
p. 25.
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Estados miembros de la Comunidad
Econémica Europea, relativo a la com-
petencia judicial y a la ejecucién de
resoluciones judiciales en materia civil y
mercantil, en el sentido de que la auto-
ridad judicial requerida sélo puede otor-
gar la ejecucién de una sentencia dictada
en otro pais si, junto con la solicitud o
con anterioridad a la decisién sobre la
solicitud, se presenta el documento
mencionado en el nimero 1 del articulo
47 vy, en particular, la prueba de la noti-
ficacié6n?

2) En caso de respuesta negativa a la
primera cuestién (4! ;debe interpretarse
dicho articulo en el sentido de que,
independientemente de las disposiciones
del Derecho nacional, no se cumple la
obligacién de presentar el documento si
la resolucién tan sélo fue notificada con
posterioridad a la presentacién de la
solicitud y el documento que acredita
dicha notificacién tan sélo fue expedido
y presentado una vez que el Tribunal
requerido se hubiera pronunciado sobre
la solicitud y la parte contra la que se
insta la ejecucién hubiera formulado
oposicién?»

4 — Como sc verd mis adclmtc, es dificil dar una simple res-

puesta positiva o negativa a la primera cuesti6n, dado quc la

mayor parte de la discusién en las observaciones escritas se

refiere asi sc aplica uno u otro de los requisitos mencionados

en dicha cuestién, es decir, si la prucba de la notificacién

debe aportarse junto con la solicitud de ¢jecucién, o puede

ortarse en cualquicr momento antes de que se adopte una
(E:ctslon sobre la solicitud.
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Observaciones escritas

9. Formularon observaciones escritas las par-
tes en el procedimiento ante el Hof van Cas-
satie, los Gobiernos alemin y austriaco y la
Comisién, De conformidad con el articulo
5 del Protocolo y con el articulo 44 bis del
Reglamento de Procedimiento, el Tribunal de
Justicia decidié, con el consentimiento de las
partes, prescindir de la fase oral.

10. El recurrente solicita que se responda
afirmativamente tanto a la primera cuestién
(la prueba de la notificacién debe aportarse
junto con la solicitud de exequétur) como a
la segunda. Dado que la resolucién debe ser
ejecutoria en el Estado de origen antes de
que pueda e)ecutarse en otro Estado ¥ que,
en su opinién, la prueba del caricter ejecuto-
rio debe aportarse en el mismo documento
que la prueba de la notificacidn, el recurrente
afirma que dicho documento no puede pre-
sentarse por primera vez durante la sustan-
ciacién del recurso. Si bien es cierto que el
Convenio tiene por objeto reducir las forma-
lidades, la facultad de dispensar de la presen-
tacién de determinados documentos, prevista
por el articulo 48, estdi implicitamente
excluida respecto a los documentos no men-
cionados. El recurrente se basa en el Informe
Jenard sobre el Convenio 3 para sugerir que
un érgano jurisdiccional nacional puede
negarse a estimar una solicitud que no vaya
acompaiiada del documento de que se trata.
Segiin el Informe, la exigencia de que se

5 — DO 1979, C59, pp.1 y ss, cspcculmente p. 50; texto en
espaiiol en DO 1990, C 189, p. 1
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pruebe la notificacién tiene por objeto favo-
recer la ejecucién voluntaria. ¢ El recurrente
alega que se vio privado de esta posibilidad
debido a la notificacién de la sentencia fuera
de plazo, después de que hubiera interpuesto
recurso contra la resolucién por la que se
otorgaba la ejecucién en su contra, pero no
indica que haya sufrido perjuicio alguno
como consecuencia de este hecho.

11. Invocando el objetivo del Convenio, que
consiste en reducir el formalismo y facilitar
la «libre circulacién» de las resoluciones, 7 la
demandada afirma que no puede declararse la
inadmisibilidad de una solicitud de exequdtur
sélo porque falten documentos de acompa-
fiamiento. Cita la afirmacién del Informe
Jenard, segin la cual «no procede denegar la
ejecucién sino que el Juez podrd suspender el
procedimiento y fijar un plazo al solicitante
[para presentar los documentos]». 8 El arti-
culo 48 del Convenio sélo establece un
mayor grado de flexibilidad, permitiendo que
el érgano jurisdiccional acepte documentos
equivalentes a los mencionados en el nimero
2 del apartado 46 y en el nimero 2 del arti-
culo 47 o dispense de éstos. En su opinién, la
notificacién de una resolucién debe permitir
que su destinatario la ejecute voluntaria-
mente, de forma que no sea necesario el pro-
cedimiento de exequitur. El recurrente ha
dispuesto de mucho tiempo al efecto, aun
cuando la notificacién no se haya efectuado
hasta la sustanciacién del recurso. La alega-
ci6n del recurrente no es sino un medio de
obstruccién.

12. El Gobierno alemin alega que debe res-
ponderse afirmativamente a la primera cues-
tién (la prueba de la notificacién debe apor-
tarse, 2 mds tardar, en el momento en que se
dicta la resolucién en primera instancia) y

6 — Informe Jenard, p. 171.
7 — Informe Jenard, p. 159.
8 — Informe Jenard, p. 166.

negatlvamente a la segunda. En su opinién, si
bien es cierto que una resolucién de exequi-
tur no debe dictarse en la fase del procedi-
miento no contradictorio sin que se haya
aportado la prueba de la notificacién de la
resolucién de que se trate, los objetivos del
Convenio permiten que se subsane este
defecto incluso después de esta fase, si lo
prevé el Derecho nacional. El Convenio no
debe interpretarse de forma que se dificulte
la ejecucidn, ni debe interpretarse que el arti-
culo 48 excluye toda flexibilidad sobre pun-
tos distintos de los que regula. Si los docu-
mentos mencionados en el nimero 1 del
articulo 47 del Convenio no pueden presen-
tarse incluso después de que se haya instado
al recurrente a hacerlo, la solicitud debe ser
desestimada. Durante la sustanciacién del
recurso, el solicitante no debe sufrir ningiin
perjuicio por el hecho de que en la fase de
presentacién de la solicitud el érgano juris-
diccional no le haya instado a presentar los
documentos. La negativa a admitir la presen-
tacién de tales documentos durante la sus-
tanciacién del recurso serfa demasiado for-
malista, dado que el solicitante podria
simplemente presentar una nueva solicitud.

13. El Gobierno austriaco aboga también
por una respuesta afirmativa a la primera
cuestién (la prueba de la notificacién debe
aportarse junto con la solicitud original),
pero afirma que la segunda cuestién no nece-
sita respuesta. Alega que una interpretacién
literal del nimero 1 del articulo 47 del Con-
venio exige que la prueba de la notificacién
de la resolucién acompafie a la solicitud en el
momento de su presentacién. Nada indica
que esta exigencia deba distinguirse de la de
la prueba del caricter ejecutorio de la resolu-
cién, que debe aportarse desde el principio.

14. La Comisién defiende una respuesta afir-
mativa a la primera cuestién (la prueba de la
notificacién debe aportarse, a més tardar, en
el momento en que se dicta la resolucién en
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primera instancia), pero afirma que debe res-
ponderse negativamente a la segunda. Invoca
el doble objetivo del Convenio, como lo ha
definido el Tribunal de Justicia: un procedi-
miento flexible y ripido que facilite la libre
circulacién de las resoluciones, y la impor-
tancia del respeto del derecho de defensa.
Los intereses de la defensa estin fuertemente
protegidos durante el periodo inicial, antes
de que se dicte la resolucién, con objeto de
que se reduzcan los obsticulos en la fase
posterior de ejecucién. Por otra parte, el
Convenio no establece un régimen completo
de exequatur, sino que sus disposiciones
minimas quedan completadas, por ejemplo,
por las normas procesales nacionales. En su
opinién, no debe considerarse por simple
deduccién que el articulo 48 del Convenio
impida la aplicacién de normas nacionales
permisivas a las exigencias de prueba ajenas
al dmbito de este articulo, siempre y cuando
se respeten los objetivos del Convenio. En el
caso de autos, tanto la flexibilidad como los
intereses de la defensa quedan garantizados si
el destinatario de una resolucién tiene la
posibilidad de ejecutarla voluntariamente.
Cuando en la fase del procedimiento no con-
tradictorio el 6rgano jurisdiccional sefiala un
plazo para la presentacién de documentos
que faltaban en la solicitud presentada origi-
nalmente, dichos objetivos quedan plena-
mente garantizados siempre y cuando se
sefiale también un plazo razonable para per-
mitir la ejecucién voluntaria tras la notifica-
cién. Dado que puede presentarse una nueva
solicitud de exequitur, en caso de que se des-
estime la primera, es preferible permitir que
se subsanen los defectos de la solicitud, en
lugar de volver a iniciar todo el procedi-
miento.

Analisis

15. Comparto en lineas generales las alega-
ciones y las propuestas de respuesta formula-
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das por la demandada, por el Gobierno
alemdn y por la Comisién por lo que res-
pecta a las dos cuestiones planteadas por el
Hof van Cassatie. En mi opinién, la prueba
de la notificacién de la resolucién debe apor-
tarse, a mdas tardar, al finalizar el procedi-
miento no contradictorio. No obstante, las
disposiciones nacionales pueden permitir, en
determinadas circunstancias, que se subsane
posteriormente una omisién en esta materia.
Examinaré, en primer lugar, la situacién rela-
tiva a la fase no contradictoria del procedi-
miento de exequétur, que es el objeto de la
primera cuestién del Hof van Cassatie. A
continuacién, trataré de dar una respuesta
adecuada a su segunda cuestién, relativa a la
posibilidad de subsanar los defectos de la
solicitud durante la sustanciacién del recurso,
que es una fase contradictona.

1) La fase no contradictoria

16. En mi opinién, esti claro que, en cir-
cunstancias normales, la prueba de la notifi-
cacién de la resolucién de que se trata deber
acompaiiar a la solicitud que tiene por objeto
obtener su ejecucién. Conforme al tenor lite-
ral del pirrafo tercero del articulo 33 del
Convenio, esto responde también manifiesta-
mente a los intereses de la parte que insta la
ejecucidn, ya que reduciri el plazo para obte-
ner la resolucién solicitada. Ademis, permi-
tird dar al destinatario de la resolucién la
posibilidad de ejecutarla voluntariamente; st
no lo hace, deberi prever que se va a presen-
tar una solicitud de exequitur. No obstante,
el incumplimiento en esta fase de la obliga-
cién de notificacién, sea por el motivo que
sea, no debe implicar necesariamente la des-
estimacién de la solicitud.
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17. El articulo 33 del Convenio exige que se
adjunten a la solicitud los documentos men-
cionados en los articulos 46 y 47. Se trata de
una orientacién prictica que ayudari al
6rgano jurisdiccional en su tarea de valorar
las pruebas exigidas para dictar una resolu-
cién por la que se otorga la ejecucién. No
obstante, el pirrafo primero del articulo
33 del Convenio establece que las modalida-
des de presentacién de la solicitud se regulan
por la ley del Estado requerido. Si el Dere-
cho de dicho Estado permite que se adjunten
documentos a la solicitud en el curso del
procedimiento, en circunstancias que no
menoscaben los objetivos del Convenio, no
puede afirmarse que el tenor literal del arti-
culo 33 lo excluya. Es mids, yo iria mis lejos,
afirmando que la obligacién establecida en el
articulo 33 de adjuntar determinados docu-
mentos a la solicitud original constituye,
recurriendo a un concepto de common law,
una simple orientacién de caricter no vincu-
lante y no una obligacién imperativa, y no
afecta a la validez de la solicitud.

18. La verdadera cuestién consiste en saber
si debe aportarse, y en qué momento, la
prueba de que se trata. El dltimo momento
del procedimiento no contradictorio en el
que deben presentarse los distintos docu-
mentos enumerados en los articulos 46 y
47 del Convenio puede variar dependiendo
del contenido y la funcién de tales documen-
tos. Por supuesto, este punto estd regulado
parcialmente por el articulo 48, que permite
que el érgano jurisdiccional elija entre tres
soluciones cuando no se hayan presentado
los documentos mencionados en el niimero
2 del articulo 46 y el nimero 2 del articulo
47 del Convenio: puede sefialar un plazo
para presentarlos, aceptar documentos equi-
valentes o, cuando considere que dispone de
suficiente informacién, dispensar totalmente
de dicha presentacién. No obstante, en mi
opinién, esta disposicién no define de forma
exhaustiva la facultad discrecional del érgano

jurisdiccional nacional, en particular por lo
que respecta a los documentos que no regula,
como la prueba de la notificacién de la reso-
lucién. Es evidente que el Convenio no esta-
blece un régimen completo de exequitur.
Ello se desprende claramente de lo dispuesto
en el articulo 33, que prevé lo que actual-
mente podria denominarse cierta subsidiarie-
dad procesal. El articulo 48 debe interpre-
tarse como un complemento de este
principio de subsidiariedad, al establecer un
minimo grado de flexibilidad, dependiendo
de la apreciacién del 6rgano jurisdiccional,
que debe ser autorizado por las normas pro-
cesales nacionales aplicables. Al ser una dis-
posicién especial, no puede interpretarse que
el articulo 48 limite de cualquier otra forma
el principio general segiin el cual se aplican al
procedimiento de ejecucién las normas pro-
cesales nacionales, flexibles o rigidas, que
respeten las prescripciones esenciales del
Convenio.

19. No me convencen los argumentos segiin
los cuales la prueba del caricter ejecutorio de
la resolucién y la de su notificacién deben
figurar en el mismo documento, o segin los
cuales los requisitos relativos al momento en
que debe presentarse la una deben determi-
nar el momento en que debe presentarse la
otra. Por lo que respecta al primer punto, el
texto del Convenio indica, en todas las ver-
siones lingiifstica, menos en una, ® que puede
tratarse de varios documentos. Aun cuando
el texto estuviera redactado en singular, seria
excesivamente formalista y careceria de
objeto en el régimen previsto por el Conve-
nio exigir que ambas pruebas estuvieran con-
tenidas en un tnico documento. Por lo que

9 — La versién danesa del niimero 1 del articulo 47 del Convenio
utiliza cl singular, er dokument. Las versiones inglesa, irlan-
desa y alemana utilizan el plural: documents, doiaméid y die
Urkunden. Las demis versiones lingiifsticas utilizan términos

ue pueden incluir uno o varios documentos: en francés, tost
5omment, en nccrlmdcs, emg dacumz;u en italiano, gual-
) doc en portu-

gucs, qualguer dommemo en gncgo, xafe éyygaq:o
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respecta al segundo punto, la funcién de un
documento en el procedimiento de exequitur
determina cuil es el dltimo momento en que
puede presentarse. Aunque no es necesario
que exprese una opinién sobre la posibilidad
de aportar a posteriori la prueba del caricter
ejecutorio de una resolucién en el momento
en que se presenté la solicitud, o sobre la
posibilidad de que el procedimiento continiie
una vez que se haya sefialado al solicitante
un plazo para la presentacién de la resolu-
cién y al demandado un plazo para ejecu-
tarla, por lo que se refiere a una resolucién
que no ha adquirido el caricter ejecutorio
hasta después de iniciado el procedimien-
to, 10 pienso que esti claro que la prueba del
caricter ejecutorio es un requisito previo a la
ejecucién que tiene un caricter y una funcién
diferentes a los de la prueba de la notifica-
cién. El caricter ejecutorio de la resolucidén
en el Estado de origen es, como resulta del
articulo 31 del Convenio, una condicién sine
gua non de toda resolucién cuya ejecucién, y
no mero reconocimiento, ! se solicite. La
prueba de la notificacién previa de la resolu-
cién tiene la funcién, mis limitada, de garan-
tizar que su destinatario ha tenido la posibi-
lidad de ejecutarla voluntariamente. 12

10 — Estas dos posibilidades sirven para destacar la distincién
entre un hecho producido fuera de plazo y la presentacién
fucra de plazo de la prucba de un hecho preexistente.

11 — Véasc ¢l articulo 26 dcl Convenio.

12 — Informe Jenard, p. 171. Segin S. O’Malley y A. Layton,
European Civil Practice (Londres, 1989), p. 803, la notifica-
cién no debe considerarse una exigencia sustantiva, distinta
¢ imperativa, establecida por ¢l Convenio en los casos en

ue la notificacién no sca necesaria para que la resolucién
ge que se tratc sea c¢jecutoria ante crérgano jurisdiccional
de origen; si asi fuera, afirman, cl Convenio supondria un
obsticulo para la ¢jecucién en otros Estados contratantes
que no existe cn el 6rgano jurisdiccional de origen. En la
informacién de que dispone el Tribunal de Justicia no existe
ningiin elemento que indigue que las resoluciones de que se
trata cn ¢l presentc asunto fucran ejecutorias en Alemania
sin la notificacién. No obstante, me gustarfa indicar mi des-
acuerdo con este punto de vista. El Convenio establece cri-
terios generales para la ejecucién de las resoluciones, que
estin destinados, entre otras cosas, a proteger cl derecho de
defensa. El interés de la defensa en disponer de una opor-
tunidad para la cjecucién voluntaria, destacado en cl
Informe Jenard, constituye una justificacién de la exigencia
imperativa de notificacién, aun cuando la notificacién no
sea necesaria para la ejecucion interna de la resolucién.
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20. En las observaciones escritas se invoca-
ron, a distintos efectos, diversos extractos de
un pasaje del Informe Jenard. Es itil citar
integramente dicho pasaje:

«Segtin el Comité, si el solicitante no incluye
los documentos requeridos, no procede
denegar la ejecucién sino que el Juez podrd
suspender el procedimiento y fijar un plazo
al solicitante. Si los documentos presentados
son insuficientes y el Juez no llega a obtener
la informacién deseada, podri declarar la
demanda inadmisible.» 13

21. Este pasaje del Informe indica que el
Convenio permite, como minimo, cierta fle-
xibilidad sobre aspectos de la solicitud dis-
tintos de los incluidos en el articulo 48. 14
Como he sefialado antes, el érgano jurisdic-
cional no menoscaba los diferentes intereses
garantizados por el Convento simplemente al
permitir que el solicitante modifique su soli-
citud durante el procedimiento no contradic-
torio. No obstante, deberd tener en cuenta el
interés del destinatario de la resolucién (y el
interés general) en evitar el procedimiento de
exequitur ejecutindola voluntariamente. El
Informe Jenard indica que en este interés se

13 — Informe Jenard, p. 166.

14 — En el contexto del presente procedimicnto prejudicial, no es
necesario investigar si el Convenio impone verdaderamente
cierta ﬂcxibilidzj en materia de presentacién de documen-
tos fuera de plazo, aun cuando las disposiciones nacionales
sean relativamente estrictas. La sentencia de 12 de julio de
1984, Firma P. (178/83, Rec. p. 3033), invita a pensar lo con-
trario.
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basa la exigencia de la prueba de la notifica-
cién impuesta por el nimero 1 del articulo
47 del Convenio. 15

22. El pasaje del Informe Jenard antes citado
indica también que existen limites a la flexi-
bilidad de que puede hacer prueba el érgano
jurisdiccional respecto al solicitante. Si, tras
un periodo de gracia concedido para aportar
la prueba exigida, dicha prueba no puede
adjuntarse a la solicitud, ésta deberi desesti-
marse. Como el destinatario de la resolucién
no estd representado, corresponde al érgano
jurisdiccional asegurarse de que no sea
objeto de una resolucién por la que se otor-
gue la ejecucién de una resolucién que habria
podido querer ejecutar sin que se le obligara
a hacerlo. El solicitante deberi asumir las
consecuencias, econémicas o de cualquier
otra naturaleza, de la desestimacién.

23. La postura que he defendido hasta este
momento se ve respaldada por el andlisis de
los objetivos generales del Convenio y por la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia sobre
cuestiones similares. El Tribunal de Justicia
ha declarado que «el Convenio tiene por
objeto facilitar la libre circulacién de las sen-
tencias, estableciendo un procedimiento sen-
cillo y ripido en el Estado contratante en el
que se solicita la ejecucién». 16 Este objetivo
se alcanza fundamentalmente mediante la
supresién del formalismo excesivo.?” El

15 — Informe Jenard, p. 171.

16 — Scntencia de 4 de octubre de 1991, Van Dalfsen y otros
(C-183/90, Rec. p. 1-4743), apartado 21.

17 — EI articulo 220 del Tratado constitutivo de la Comunidad
Europea habla de «la simplificacién dc las formalidades a
que estin somcetidos el reconocimi y la cjecucién reci-
Erocos de las decisiones». En el preimbulo del Convenio se

ace referencia a este compromiso.

Tribunal de Justicia ha tomado también en
consideracién la proteccién del derecho de
defensa, destacando que, en el sistema del
Convenio, esta proteccién llega a su punto
culminante durante el procedimiento juris-
diccional que lleva a la resolucién original. 18
Cuando existe una resolucién que no puede
ser impugnada por motivos de fondo ni de
forma, el érgano jurisdiccional que conoce
de la solicitud autoriza que se subsanen los
errores u omisiones de la solicitud pensando,
claramente, en el objetivo de ejecucién senci-
lla y ripida. Esto né menoscaba en modo
alguno el derecho de defensa. El érgano
jurisdiccional nacional puede asegurar, con-
forme al Derecho nacional, que el solicitante
asumnird los costes inttiles y que (como ocu-
rre en el caso de autos, en el que aparente-
mente la resolucién de que se trata no habia
sido notificada) el destinatario de la resolu-
ci6n dispondri de tiempo suficiente para cje-
cutarla voluntariamente tras su notificacién.

24. En la sentencia Carron, *° el Tribunal de
Justicia se pronuncid con caricter prejudicial
sobre dos puntos que son relevantes en el
presente contexto.2® En dicho asunto, el
solicitante no habia cumplido el requisito
exigido por el pdrrafo segundo del articulo
33 del Convenio, conforme al cual quien
solicite una resolucién de ejecucién debe ele-
gir domicilio para la notificacién del procedi-
miento en un lugar que corresponda a la
competencia judicial de la autoridad que
conoce de la solicitud. El Tribunal de Justicia
declaré que del articulo 33 se deduce clara-
mente «que la Ley del Estado requerido
determuna el conjunto del procedimiento de
presentacién de la solicitud». 2

18 — Sentencia de 16 de junio de 1981, Klomps (166/80, Rec.
p. 1593), apartado 7; véansc también las sentencias de 21 de
mayo de 1980, Denilauler (125/79, Rec. p. 1553), y de 12 de
noviembre de 1992, Minalmet (C-123/91, Rec. p. 1-5661).

19 — Sentencia de 10 de julio de 1986 (198/85, Rec. p. 2437).

20 — El scgundo punto se analizari en la siguiente seccién, rela-
tiva Lﬁuproccdimicnm contradictorio.

21 — Apartado 10.
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25. El Tribunal de Justicia declaré también
en la sentencia Carron que «la obligacién de
elegir domicilio establecida por [el articulo
33 del Convenio] debe cumplirse conforme a
las modalidades definidas por la Ley del
Estado requerido y, en caso de silencio por
parte de dicha Ley en lo tocante al momento
en el que tal formalidad ha de cumplirse, a
mis tardar en el de la notificacién de la reso-
lucién que concede el exequitur». Como he
sefialado anteriormente, el momento del pro-
cedimiento no contradictorio en el que
deben reunirse los requisitos procesales varia
dependiendo de la funcién del requisito de
que se trate. Estd claro que la eleccién de
domicilio para un procedimiento de recurso
no es necesaria mientras no se haya notifi-
cado al destinatario la resolucién de exequa-
tur; el Convenio exige que se pruebe que se
ha notificado la resolucién y que se ha dado
la posibilidad de ejecutarla voluntariamente,
antes de que se dicte dicha resolucién. Aun-
que se trata de requisitos diferentes, el prin-
cipio establecido en el asunto Carron segiin
el cual las normas procesales nacionales se
aplican a todos los aspectos de la solicitud de
exequétur puede aplicarse también al caso de
autos.

26. Para finalizar esta seccién, propongo que
se responda de la siguiente forma a la pri-
mera cuestién planteada por el Hof van Cas-
satie:

El nimero 1 del articulo 47 del Convenio
debe interpretarse en el sentido de que la
autoridad judicial requerida sélo puede otor-
gar la ejecucién de una resolucién dictada en
otro Estado contratante si se aporta también
la prueba de la notificacién de la resolucién.
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Cuando las normas procesales nacionales lo
permitan, dicha prueba puede aceptarse en
cualquier momento antes de que se adopte
una decisién sobre la solicitud, siempre que,
tras la notificacién, se haya dado al destina-
tario una posibilidad adecuada de ejecutar
voluntariamente la resolucién y que el solici-
tante asuma el coste de cualquier procedi-
miento indtil.

1) La fase contradictoria

27. La segunda cuestién planteada al Tribu-
nal de Justicia por el Hof van Cassatie se
refiere de forma mds especifica a los hechos
del caso de autos, en el que no se cumplieron
totalmente, en el marco de la solicitud no
contradictoria, los requisitos procesales que
he mencionado en mi respuesta a la primera
cuestién. <Puede subsanarse este defecto? En
mi opinién, si, siempre que, como he dicho
antes, lo permitan las normas procesales
nacionales y se respeten el tenor literal y los
objetivos del Convenio. El interés general
que presenta la libre circulacién de resolucio-
nes, que cumplan en si los requisitos exigidos
por el Convenio, debe contrarrestar toda
tendencia a interpretar que el Convenio
impone una distincién demasiado formalista
entre las fases no contradictoria y contradic-
toria a este respecto. Mientras no se perjudi-
que la situacién del destinatario de la resolu-
cién mediante un intento de rectificacién de
la solicitud fuera de plazo, durante la sustan-
ciacién del recurso,?? ninguna disposicién
del Convenio prohibe la aplicacién de

22 — Asi, aunque una resolucién de exequitur permite normal-
mente que se adopten medidas czutelarcs, de conformidad
con ¢l articulo 39, me reservo mi opinién sobre si ello seria
posible en caso de que la resolucién se hubiera dictado sin
que el destinatario de la resolucién de que se trate hubiera
recibido previamente notificacién de esta dltima.
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normas nacionales que permitan dicha recti-
ficacién.

28. Dos sentencias del Tribunal de Justicia
son de utilidad para responder a este punto.
En la sentencia Carron, el Tribunal de Justi-
cia declaré que «las consecuencias que se
dertvan de la infraccién de las modalidades
relativas a la eleccién de domicilio se regulan,
conforme al articulo 33 del Convenio, por la
Ley del Estado requerido, siempre que se
respeten los objetivos contemplados por el
Convenio».

29. En la sentencia Lancray, 2 el Tribunal de
Justicia analizé la exigencia contenida en el
nimero 2 del articulo 27 del Convenio,
segin la cual una resolucién no debe ser
reconocida, cuando haya sido dictada en
rebeldia, si no se ha notificado de forma
regular al demandado la cédula de emplaza-
miento con tiempo suficiente para que pueda
defenderse. El Tribunal de Justicia declaré
que el niimero 2 del articulo 27 «debe inter-
pretarse en el sentido de que la posible sub-
sanacién de los defectos de notificacién se
rige por el Derecho del Juez de origen». Por
consiguiente, la posibilidad de rectificar una
omisién (en este caso, presentar una traduc-
cién de la cédula de emplazamiento) se reco-
noce incluso respecto a la primera fase, ante-
rior a la resolucién, durante la cual, como se
ha visto, se da la mayor prioridad a la protec-
cién del derecho de defensa.

30. Las normas procesales nacionales que
permiten al solicitante subsanar los defectos
de su solicitud durante la sustanciacién de un
recurso interpuesto conforme al articulo

23 — Sentencia de 3 de julio de 1990 (C-305/88, Rec. p. I-2725).

37 deberdn ajustarse también, por analogfa, al
Convenio, siempre que de ello no resulte
ningiin menoscabo del derecho de defensa. 2¢
No creo que si se autoriza la rectificacién de
la solicitud en esta fase se pueda favorecer
una negligencia por parte del solicitante o
una falta de vigilancia por parte del 6rgano
jurisdiccional en nombre del destinatario de
la resolucién ausente durante el procedi-
miento no contradictorio. Por lo que res-
pecta al primer argumento, el solicitante
deberd asumir con toda probabilidad gastos
superiores debido a su negligencia. En
cuanto al segundo, la posibilidad de rectificar
solicitudes o escritos durante la sustanciacién
del recurso, conforme a las normas procesa-
les nacionales de un Estado contratante,
demuestra, si fuera necesario, que no debe
temerse tal falta de vigilancia. No se pueden
plantear al Tribunal de Justicia cuestiones
prejudiciales de interpretacién en la fase no
contradictoria. % Esto sélo puede hacerse a
partir de la fase de recurso, lo que lleva a
pensar que un Grgano jurisdiccional de un
Estado contratante, que conoce de un
recurso conforme al articulo 37, puede pedir
que se le oriente sobre el procedimiento que
debe seguirse ante él. Por supuesto, esto no
se aplica a un recurso de casacién como el
interpuesto ante el Hof van Cassatie en el
caso de autos, que estd limitado, con arreglo
al articulo 41,-a cuestiones de Derecho. 26

24 — La aplicacién de las normas procesales nacionales del
Estado requerido evita una de las principales criticas de la
resolucién en el asunto Lancray, antes citado, segiin la cual
sc exigia quc el érgano jurisdiccional que conocia de la soli-
citud de exequitur aplicara las normas procesales nacionales
de otro 6rgano jurisdiccional, a saber, ¢l que dicté la reso-
lucién original; véase Hogan, G.: «Procedurc and Practice
and the Judgements Convention» Irish Journal of European
Law, 1992, Vol. 1, pp. 82 y ss., cspecialmente p. 90.

25 — El érgano jurisdiccional que conoce de la solicitud en la fase
no contradictoria no figura entre los érganos jurisdieciona-
les que, conforme al articulo 2 del Protocolo, pueden plan-
tear cuestiones prejudiciales al Tribunal de Justicia.

26 — Ni que decir ticne que los érganos jurisdiccionales que
conocen de un recurso de casacién contra la resolucién dic-
tada sobre la solicitud, de conformidad con ¢l articulo
41 del Convenio, pueden plantear al Tribunal de Justicia
cuestiones prejudiciales, como las del caso de autos, que se
refieren a la regularidad del procedimiento ante los érganos
jurisdiccionales inferiorcs.
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31. En consecuencia, considero que debe
responderse de la siguiente forma a la
segunda cuestién planteada por el Hof van
Cassatie:

El nimero 1 del articulo 47 del Convenio
debe interpretarse en el sentido de que el
érgano jurisdiccional que conoce de un
recurso contra la resolucién por la que se
otorga la ejecucién de una resolucién dictada
en otro Estado contratante, debido a que ésta
se adoptd sin que se hubiera aportado la

prueba de la notificacién de la resolucién,
sélo puede confirmar dicha resolucién si se
aporta esta prueba y st las normas procesales
nacionales permiten que se aporte durante la
sustanciacién del recurso, y siempre que el
destinatario haya tenido, tras la notificacién
de la resolucién, la posibilidad de ejecutarla
voluntariamente, el solicitante asuma el coste
de todo procedimiento indtil y el destinata-
rio no se vea perjudicado de cualquier otra
forma por la rectificacién de la solicitud en
esta fase.

Conclusién

32. Por consiguiente, propongo que se responda de la siguiente forma a las cuestio-
nes planteadas por el Hof van Cassatie:

«1) El niimero 1 del articulo 47 del Convenio debe interpretarse en el sentido de
que la autoridad judicial requerida sélo puede otorgar la ejecucién de una
resolucién dictada en otro Estado contratante si se aporta también la prueba de
la notificacién de la resolucién. Cuando las normas procesales nacionales lo
permitan, dicha prueba puede aceptarse en cualquier momento antes de que se
adopte una decisién sobre la solicitud, siempre que, tras la notificacién, se
haya dado al destinatario una posibilidad adecuada de ejecutar voluntaria-
mente la resolucién y que el solicitante asuma el coste de cualquier procedi-
miento inutil.

2) El niimero 1 del articulo 47 del Convenio debe interpretarse en el sentido de
que el 6rgano jurisdiccional que conoce de un recurso contra la resolucién por
la que se otorga la ejecucién de una resolucién dictada en otro Estado contra-
tante, debido a que ésta se adopté sin que se hubiera aportado la prueba de la
notificacién de la resolucién, sélo puede confirmar dicha resolucién si se
aporta esta prueba y si las normas procesales nacionales permiten que se aporte
durante la sustanciacién del recurso, y siempre que el destinatario haya tenido,
tras la notificacién de la resolucién, la posibilidad de ejecutarla voluntaria-
mente, el solicitante asuma el coste de todo procedimiento iniitil y el destina-
tario no se vea perjudicado de cualquier otra forma por la rectificacién de la
solicitud en esta fase.»
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